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“La paz novienedelsilencio o de
la ignorancia, sino del reconoci-
miento claro y abierto de nuestros
limites y nuestros errores”(Infor-
me preliminar sobre los desapare-
cidos en Honduras, 1980-1993).

EL OBJETIVO DEL PRESENTE ARTÍCULO es compartir un conjunto de preocu-
pacionesy reflexiones, fundamentalmente de naturaleza jurídica, fru-
to del trabajo concreto de quien escribe en la Comisión de la Verdad
y Reconciliación, las cuales, ciertamente, son de exclusiva responsa-
bilidad del autor.

Nos preocupan sobremanera dos aspectos: en primer lugar,la
necesidaddesituar el trabajo de la Comisión de la Verdad y Reconci-
liación al interior de un proceso de reconciliación nacional de más
largo aliento, que demande el concurso y la participación de otros
actores, sobre todo de la sociedadcivil; en segundo lugar, nos pare-
ce importante fundamentary sustentar jurídicamente la obligación
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del Estado peruano de investigar los crímenes ocurridos en el con-
texto de la violencia política, así como sancionar penalmentea los
responsables.

1. ANTECEDENTES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADY
RECONCILIACIÓN EN EL PERÚ

Casi durante veinte años, los peruanos fuimos empujados a una gue-
rra cruenta y sangrienta. El asesinato de poblaciones enteras, sobre
todo de humildes campesinos y pobladores, la destrucción de obras
de infraestructura y desarrollo, la prédica de una ideología que exa-
cerbabael odio y el enfrentamiento no sólo nos acercaronal caos,
sino que también nos hicieron descubrir el preciado valor de la paz y
del respeto porla vida, másallá de cualquier diferencia política, cul-
tural o económica.

Aun cuando todavía quedan remanentes de Sendero Lumino-
so en la selva central, podemos decir que éste ya no es hoy un proble-
ma que tenga la posibilidad de desestabilizar el país. El precio, sin
embargo, ha sido muy alto: más de 30,000 muertos entre población
civil, militares, policías y terroristas.

Todos ellos son algo másquecifras o números. Cada víctima,
cada ser humanoes unoe irrepetible, por ello difícilmente se pueden
cuantificar los muertos. Más que de cantidades, aquí hay que hablar
de personas con rostros y nombre concretos, con historias personales
y singulares, irreemplazables porcifras frías y estadísticas.

No obstante los difíciles momentos por los cuales ha atravesa-
do el pueblo peruano durante estos sombríos años,el respeto a la
vida y a la dignidad humana se convirtieron en una de las demandas
de primer orden que desde la sociedad civil se plantearon al Estado.
Esto suponía unaactitud que llevó a grandes sectores de la pobla-
ción, junto con las organizaciones de derechos humanos', a conde-

1 Entre otros, se pueden ver los siguientes comunicados de la comunidad
nacional de defensores de los derechos humanos reunidos en torno a la Coordi-
nadora Nacional de Derechos Humanos: “Declaración del primer encuentro na-
cional de derechos humanos” (20 de enero de 1985); “Defender la vida y los
derechos humanos”, en La República del 5 de febrero de 1989; “Ayacucho, basta
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nar la demencia con que los grupos terroristas asesinaban despiada-
damente a humildes campesinosy policías.

No podemosdejar de condenary deplorarla violencia desata-
da por los grupos subversivos, responsables de la muerte de tantas
personas, la mayoría de ellas de condición humilde, supuestamente
beneficiarias de una revolución pregonada porlos gruposterroristas,
cuyo único delito fue discrepar con la forma en que estos grupos
utilizaban para a acabar, según ellos, con la injusticia y la explota-
ción. Son los grupos terroristas los que iniciaron el baño de sangre
que por espacio de casi veinte años arrasó comunidades enteras y
empobreció miles de familias, las cuales hoy también esperan verdad
y Justicia.

De igual manera,esta mismaactitud de rechazoa la violencia
y a la muerte motivó un rechazo mayoritario de la población delas
dos leyes de amnistía? que absolvieron de toda responsabilidad a
efectivos militares, policiales y a miembros de grupos paramilitares
responsables de las violaciones a los derechos humanos,entre los que
se encontraban, entre otros, los autores directos de la masacre de la
Cantuta y de Barrios Altos”.

de violencia”, La República 28 de julio de 1990; “Coordinadora Nacional de
Derechos Humanos condena asesinatos cometidos por Sendero Luminoso en el
Alto Huallaga” (23 de agosto de 1994); “Coordinadora Nacional de Derechos
Humanos denuncia acciones criminales y delincuenciales de Sendero Luminoso”
(15 de diciembre de 1994); etc.

¿ Como recordamos,el ex presidente de la República, ingeniero Alberto
Fujimori, promulgó las leyes N* 26479 y 26492, con fecha 15 de junio y 2 de julio
de 1995, respectivamente.

3 Con fecha 19 de febrero de 1994, el diario El Comercio publicó una
encuesta realizada por la empresa IMASENen la que aparecía que el 66.2% de la
población encuestada consideraba que la Ley Cantuta violaba la autonomía del
Poder Judicial y un 58% que los responsables de los hechos en mención debían ser
juzgados porel fuero civil. Como sabemos,dicha ley significó en los hechos enviar
la causa seguida contra los responsables de la masacre de la Cantuta al fuero
militar. De igual manera,en el diario La República, con techa 19 de junio de 1995,
se dio cuenta de las encuestas realizadas por la empresa APOYO, dondese infor-
maba que el 87% de la población encuestada repudiaba las dos leyes de amnistía
promulgadas el 15 de junio y 2 de julio del año en curso, y un 92% demandó su
derogación.
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-

Si bien no podemosnegarla responsabilidad de malosefecti-
vos militares y policiales, responsables directos de crímenes ocurridos,
no por ello debemos de olvidar la invalorable ayuda de cientos de
efectivos militares y policiales en la lucha contra la subversión, mu-
chos de los cuales han ofrendado sus vidas y sin cuyo sacrificio no
hubiera sido posible reducir a los gruposterroristas, así como captu-
rar a sus principales líderes y mandosdirigentes.

Aunasí, la responsabilidad de las Fuerza Armadasy Policiales
en las violaciones de derechos humanoses unarealidad que no se
puede ocultar. Existen cientos de denuncias -desde 1980 hasta la
fecha- contra miembros de las Fuerzas Armadasy Policía Nacional
porla realización de desapariciones”, ejecuciones extrajudiciales, tor-
turas, detenciones arbitrarias de personas presuntamente terroristas y
particulares. De esta manera, algunos malos elementos habríancaí-
do enla fácil tentación de reproducir los mismos métodoscriminales
y genocidas empleados por los gruposterroristas”.

Ante esta situación, y aun cuando existe la voluntad de la
población y del Estado de no volver a repetir en el futuro la violencia
y los crímenes del pasado, corremosel riesgo de regresar a él si no

4% Sobre la problemática de la desaparición forzada puede verse el pro-
nunciamiento de los obispos del Perú Sobre la violencia y la paz del 6 de septiembre
de 1984; Informe del Grupo de trabajo sobre desapariciones forzadas o
involuntarias de las Naciones Unidas, Documentos E/CN.4/1984/21, de fecha 9 de
diciembre de 1983, E/CN.4/1985/15, E/CN.4/1986/18 y E/CN. 4/1987/15); Infor-
me del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de las
Naciones Unidas, Documento E/CN.4/1985/15); Resolución 33/173 de 20.12.1978
de la Asamblea de las Naciones Unidas. Así mismo, también el Informe de la
primera visita al Perú de miembros del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones
Forzadas o Involuntarias, 17 a 22 de junio de 1985, Documentos E/CN.4/1986/18
Add1, del 8 de enero de 1986.

5 Véase Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, Informe sobrela
situación de los derechos humanos en el Perú 1990, Lima, diciembre 1990,p.7;
lId., Informe sobre la situación de los derechos humanos en el Perú 1991, Lima,
diciembre 1991, p. 6; Id., Informe sobre la situación de los derechos humanosenel
Perú 1994, Lima, enero de 1995, p. 9-38. También el Informe anual 1992-1993 de
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Según el Grupo de Trabajo
sobre Desaparición Forzada o Involuntaria de las Naciones Unidas, el Perú, durante
los años de 1984, 1987, 1988, 1989, 1990, 1991 ocupóel segundo lugar -salvo en
1986 en que ocupoel primer lugar- en el mundo entre los países con más denuncias
sobre desapariciones.
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somos capaces de estudiar y entender qué sucedió realmente, y de
esa manera descubrir las verdaderas causas de la violencia con el
objetivo de acabar con la misma*. Existe la demanda de muchos
familiares, sectores de la clase política y la sociedad en su conjunto
de explicarse cómo pudo nacer y calar en la conciencia de tantos
peruanos, sobre todo jóvenes, una ideología sanguinaria, de apología
del odio y la violencia como fue la de Sendero Luminosoy el Movi-
miento Revolucionario Túpac Amaru, así como también de saber
realmente qué ocurrió en nuestro país con las víctimasdelas violacio-
nes a los derechos humanosporparte de las fuerzas de seguridaddel
Estado y de Sendero Luminoso, desde 1980 hasta la actualidad.

Sólo la verdad podrárehabilitar la dignidad de las víctimasyfacilitar a sus familiares y deudosla posibilidad de honrarlas y permi-
tir reparar en alguna medida el daño causado”, como también reivin-
dicar el esfuerzo y el sacrificio de soldados y policías que cayeron en
la lucha contra el terrorismo en defensa de la sociedad y del orden
constitucional. Lo mismo podemosafirmar de cientos de dirigentes
de organizacionesde base, ronderos, líderes sociales, ciudadanos que
enfrentaron a los grupos terroristas, incluso poniendo en peligro su
vida y la integridad física de sus familias.

De igual manera, sólo el conocimiento de la verdad permitirá
descubrir ante la opinión pública a los verdaderos responsables delas
violaciones de los derechos humanos,para, de esa manera, facilitar
la sanción de los mismos. Conocerla verdad de los hechos ayudará a
afirmar la democracia y el control ciudadano sobrelas instituciones
públicas. No existe una verdadera democracia donde los ciudadanos
no pueden accedera información sobre cómo se conduce su propio
Estado.

Todos queremos que haya paz, que no vuelvan a cometerse
estos crímenes, sin embargo no todos estamos de acuerdo con las

6 Al respecto, se puede revisar el punto 1 de las Recomendacionesal
Congreso del Perú de la comisión especial sobre causas de la violencia y alternati-
vas para la pacificación nacional: “Es necesario crear una conciencia cívica basa-
da en el conocimiento de los daños quela violencia, en todas sus manifestaciones,
ha causado en el país”.

7 Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Santiago,
febrero de 1991, p. 40.
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formasy los procedimientos para prevenir estos hechosenel futuro.
Para unos, sólo el olvido y el borrón y cuenta nueva son el camino
para prevenir estos crímenesen el futuro. Para otros, la única manera
de evitar estos hechos es sobre la base de la verdady la justicia.

El olvido y la impunidad,y su expresión jurídica y política más
acabada, las leyes de amnistía, no aseguran la paz ni garantizan que
estos hechos no vuelvan a ocurrir en el futuro. La impunidad no
puede ser la base de una sociedad democrática y respetuosa de los
derechos humanos,pues ella envía un mensaje tácito a los potencia-
les perpetradores para que vuelvan ha hacerlo, cometan otra vez los
delitos y crímenes, pues nunca será investigados sus hechos y menos
aún serán sancionadoslos responsables.

Para nosotros, la verdad, la justicia y la reparación son la
única manera deconstruir y cimentarla paz, la garantía de que estos
hechos no se volverán a cometer en el futuro. Los potenciales
perpetradores de estos crímenes lo pensarán dos veces en el futuro
antes de cometer estos crímenes, pues sabrán que no habrá impuni-
dad y que todo delito se castigará. La verdady la justicia cumplenasí
la función de aviso, de advertencia disuasiva e intimidante de estos
candidatos a asesinosy a violadores de los derechos humanos.

Comodice el Informe de Honduras, los grandes países no son
aquellos que no han tenido épocas oscuras o de barbarie, sino los

que pudieron examinarlas sin temores paraasí superarlas.
2. CREACIÓN DE LA COMISIÓN DE LA VERDAD

Y RECONCILIACIÓN EN EL PERÚ

En principio, debemos de entender que una comisión de la verdad es
un organismo compuesto por personas notables que gozan de impar-
cialidad, independencia, reconocimiento y respeto como consecuen-
cia de la autoridad ética, política, religiosa, académica o social que
poseen. Es creada conel objeto de investigar graves violaciones de los
derechos humanos ocurridas en un plazo de tiempo determinado,
usualmente caracterizado porun intenso nivel de violencia política o
guerra interna.

Los antecedentes de la CURen el Perú los podemosencontrar
en el Grupo de Trabajo Interinstitucional. En efecto, con fecha 9 de
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diciembre del 2000, el Gobierno encabezado porel presidente Valentín
Paniaguaexpidió la Resolución Suprema N* 304-2000-JUS, median-
te la cual se establece un Grupo de Trabajo Interinstitucional con el
encargo de proponer un borrador de Comisión de la Verdad. La fun-
ción de este grupo era proponercriterios a fin de elaborarlas propues-
tas legislativas y administrativas necesarias para el establecimiento
de una Comisión de la Verdad y proponer sus alcances, objetivos y
organización, así como cualquier otra medida que se considerase
apropiada y que cumpliera con los objetivos propuestos.

El Grupode Trabajo Interinstitucional estuvo integrado porel
ministro de Justicia, el Defensor del Pueblo, el ministro de Defensa,el
ministro del Interior, la ministra de la Mujer, un representante dela
Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, un representante de
la Conferencia Episcopal Peruana y un representante del Concilio
Evangélico del Perú. Esta comisión presentó su propuesta de confor-
mación de Comisión de la Verdadel día 29 de marzo del 2001.

El 2 de junio del 2001 se expidió el Decreto Supremo N* 065-
2001-PCMP,fechaen la que se crea la Comisión de la Verdad enel
Perú. El mandato querecibe la comisión es el esclarecimiento del
proceso,los hechosy responsabilidades de la violencia terrorista y
de la violación de los derechos humanos producidos desde mayo
del 1980 hasta noviembre del 2000, imputables tanto a las organi-
zaciones terroristas como a los agentes del Estado, así como propo-
ner iniciativas destinadas a afirmarla paz y la concordia entre los
peruanos.

Los hechos queinvestigará esta comisión serán, de conformi-
dad conelart. 3” del Decreto Supremo N* 065-2001-PCM:a) asesi-
natos y secuestros, b) desapariciones forzadas, c) torturas y otras
lesiones graves, d) violaciones a los derechos colectivos de las comu-
nidades andinasy nativas del país; y e) otros crímenes y gravesviola-
ciones contra los derechos de las personas.

Finalmente, ante las diversas razones de orden político que
pueden esgrimirse para rechazar cualquier posibilidad de investiga-
ción, tales como la seguridad nacional, el interés público, etc., con-

S Fue publicado el 4 de junio de 2001 en el diario oficial El Peruano.
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sideramos quetodo intento de vaciarla ética de la política va con-
tra la política misma, y que la dimensión ética es constitutiva de la
persona y de su vida en sociedad. En ese sentido, todo intento de
favorecer la impunidad sólo beneficiaría a oscuros intereses políticos
y personales, pero no a la sociedad en su conjunto? y menos aúna la
seguridad del país.

3. CARACTERÍSTICAS DE LAS VIOLACIONES
DE LOS DERECHOS HUMANOSA INVESTIGAR

Las gravesviolaciones a los derechos humanos cometidasporefecti-
vos policiales y militares se diferencian de los delitos comunes, pues
poseen características específicas distintas de la delincuencia común
y doméstica. Una característica de este tipo de delitos contra los de-
rechos humanoses que sonrealizados al amparo o valiéndose dela
posición de poder con que cuenta el autorde la conducta delictiva.

Ciertamente, estamos ante una forma de criminalidad com-
pleja, poco reflexionada en nuestro medio, que, a diferencia de la
criminalidad tradicional, se caracteriza por su perfeccionamiento y
potencialidad nociva, valiéndose para ello de los avances técnicos y
de la ventaja que conlleva el actuar desde grupos organizados que
ocupan posiciones de poderen la sociedad o el Estado. Eso es lo que
en la teoría se ha venido a llamarla “criminalidad de poder”. Nos
referimos a los grupos paramilitares, a las columnasterroristas, a
grupos militares y policiales.

El surgimiento de estos aparatos de poder criminal plantea
unaseria dificultad parala justicia, ya que no solamente resulta difí-
cil su persecución y sanción porla ausencia de pruebasdirectas, sino
que, encontrándose vinculadosal Estadoo a susinstituciones, pue-
den asegurarse una actuación rodeada de impunidad. Ante esta si-
tuación, la sociedad no puede quedar indefensa, es preciso ir creando
los instrumentos legales pertinentes para reprimir con eficacia este
tipo de conductas delictivas que afectan seriamente la administra-
ción de justicia, más aún cuando los agraviados directos desempe-

? Cf. Gustavo Gutiérrez, “Vergiienza”, La República, 18 de junio de 1995.
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ñan altos cargos públicos. Uno de esos instrumentospara enfrentar
este tipo de criminalidad pretendeser la CUR.

Este particular contexto de poderes esencial cuando habla-
mosde delitos contra los derechos humanos. Lo quecaracteriza este
tipo de delitos es la relación especial que existe entre la víctimay el
sujeto activo de la infracción (efectivos militares, policiales,
paramilitares, etc.). Lo que signa este tipo de conductas delictivas es
la particular posición que ocupaeste último en relación conel dere-
cho singular que resulta lesionado en cada caso. Es necesario consi-
derar entonces dos aspectos fundamentales: a) el poder conel cual
actúa el responsable de esta violación, esto es, el uso de la capacidad
operativa del Estado para la realización de la conducta delictiva lo
diferencia totalmente de cualquier delito común,y, b) el objeto sobre
el que recaela actuación delictiva, que son los valores de toda socie-
dad de unpaís y de toda la comunidad internacional en su conjunto.
En efecto, los agentes estatales no solamente violan el derecho a la
vida, a la integridadfísica, etc., sino que además desconocenla ga-
rantía constitucional de respeto a los derechos humanospor parte del
Estadoy las obligaciones internacionales de los Estados en materia
de respeto y protección a los derechos humanos.

Comosabemos,sobre el Estado y en general sobre la autori-
dad pública pesa, por mandato constitucional, el deber de asegurar
los derechos de la persona, lo que supone, en el nivel mínimo,la
abstención de violarlos. La prohibición de atentar contra los derechos
de la persona, es pues, más específica en el caso de los agentes del
Estado. Así, podemosafirmar que el funcionario público que enel
ejercicio de su cargo viola los derechos de la persona nosólo lesiona
estos últimos -eso también lo hace el particular- sino que además
desconocela obligación del Estado de respetar y garantizar el respeto
y la protección de los derechosy libertades fundamentales, principio
consagradoen la Constitución política.

Esto no quiere decir que el Estado no tenga el debery el dere-
cho de usarla fuerza para defender la sociedad,el Estado y la ley
contra aquellos grupos terroristas que violan la ley. Lo que hay que
tener claro es quela legitimidad del uso de la fuerza está precisamen-
te en hacerlo respetando la ley y la Constitución. La facultad de
coerción y uso dela violencia de parte de los agentes de seguridad del
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Estado debe ser siempre ejercida dentro del marco dela ley, de la
Constitución y del respeto a los derechos humanos.

Una característica de las violaciones a los derechos humanos
es que éstas son graves, masivas y sistemáticas. La gravedad está
referida a que se viola el núcleo duro de derechos, comoesel dere-
cho a la vida, el derechoa la integridad física y el derecho a la
libertad individual. El concepto de “masividad”está referidoal ele-
vadísimo número de víctimasdela violencia política; en el caso del
Perú, más de 30,000. Finalmente, el concepto de “sistemático” sig-
nifica que estas violaciones masivas de derechos humanosno son
hechosaislados, accidentales y casuales, sino que son expresión y
consecuencia de políticas de Estado, de decisiones destinadasa pro-
vocar tales violaciones, lo que no es otra cosa que terrorismo de
Estado.

4. NECESIDAD DE SITUAR EL TRABAJO DE LA COMISIÓN DE LA VERDAD

DENTRO DEL PROCESO DE RECONCILIACIÓN NACIONAL

Comoseñalaba el anteproyecto del Grupode Trabajo Interinstitucional,
conformado por el Gobierno transitorio del presidente Valentín
Paniagua, la CVRtiene, entre otras, la tarea de “sentar las bases de
la reconciliación”. Esto tiene varias implicancias; en primer lugar, que
la reconciliación no es una meta alcanzable en el corto plazo, ni
siquiera en el mediano,sino enel largo plazo; en segundo lugar, que
el proceso de reconciliación nacional desborda largamenteel trabajo
puntual de la CVR,el cual tiene una tarea muyespecífica y un plazo
muy ajustado (23 meses) para realizar su investigación.

La única manera de entender la CVR a cabalidad, desde nues-
tro punto devista, no es entonces como unente estatal creado para
realizar una tarea puntual y concreta en el tiempo, quecierra y clau-
sura definitivamente el complejo problemadela violencia política de
la agenda nacional pública, sino como parte de un proceso complejo,
al interior del cual se pueden identificar, quizá esquemáticamente,
etapas o momentos,los cuales no necesariamente son sucesivos, sino
que muchasveces son paralelos, imbricados unos en otros. Nosrefe-
rimos a las etapas de verdad, justicia penal, reparación, justicia so-
cial, garantías de no repetición, perdón y reconciliación.
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Aunasí, es preciso tener en cuenta que estos momentos de
alguna manera se implican mutuamente, hay etapas que no podrán
darse si previamente no se han recorrido otras; por ejemplo,la recon-
ciliación supone el perdón,y ésta, a su vez, necesita de la verificación
y realización dela justicia penal. Es porello que utilizamos la palabra
“proceso”, pues son diferentes partes noaisladas entre sí, sino como
partes indispensables de un todo orgánico y con una idea de unidad
y coherencia internas.

Obviamente, la reconciliación nacional no es un procesoli-
neal e ineluctable que esté predeterminado de antemanoy que se
cumplirá de manera armoniosa y pacífica. Todo lo contrario, sabe-
mos quela verdad no es pacífica sino que es incómoda,afecta inte-
reses políticos, económicosy sociales, puede, incluso, afectar las ex-
pectativas políticas de sectores comprometidos con los crímenes que
pretende investigar y develar. Es un proceso, entonces, que encontra-
rá resistencias deliberadas, incomprensiones, desidia y desinterés de
otros. Nada nos aseguraa ciencia cierta que la CVR llegue a cumplir
su misión, más aún si hablamos de un proceso que involucra a tantos
actores y en un tiempo tan prolongado. El éxito de la CVR no está
asegurado, todo depende de la capacidad de ir convenciendoa la
población y a la sociedad civil de que los intereses de la CVR son
intereses de la nación.

Tenemos, en primerlugar, la etapa de la verdad y del esclare-
cimiento de los hechos. Como se puede apreciar, la reconciliación
nacional nose inicia ni se acaba conel trabajo específico de la Comi-
sión de la Verdad y Reconciliación, sino, muyporel contrario, lo que
hace ésta es, si se quiere, abrir, iniciar el largo y complejo proceso de
reconciliación nacional. Se trata, como reza el título del informe so-
bre desaparecidos en Honduras, de que “los hechos hablen porsí
mismos”. La CVRtieneportarea, dentro del plazo concedido, escla-
recer los hechos; en palabras del jurista argentino Juan Méndez: “Fi-
jar una base fáctica de hechos”. Al cabo de sus investigaciones, la
CVUR nos debe de presentar una visión panorámica lo más completa
posible acerca de lo que realmente sucedió, ya no una historia ofi-
cial acomodada, construida ad hoc desde el Gobierno de turno para
legitimar determinados intereses políticos e ideológicos, o parajusti-
ficar ciertos métodos,sino unahistoria tejida a partir de cada uno de
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los miles de testimonios brindadospor las víctimas de la violencia
política.

Se trata de respondera tres preguntas: ¿qué ocurrió”, ¿quié-
nes lo hicieron?, ¿por qué lo hicieron? La idea es decirle al país que
estos hechos ocurrieron, pues están sustentados en testimonios indivi-
duales. A partir de ese momento, ya no será posible dudar de que
ellos ocurrieron, ya no habrá historias complacientes y hechasa la
medida. La tarea siguiente será interpretar, reflexionar, historizar,
confrontarnos con los dolorosos hechos. Esta etapa encuentra su
fundamentojurídico en el derechoa la verdad, el cual se encuentra
contenido sobre todo en sentencias de órganos jurisdiccionales
supranacionales y en normas contenidas en instrumentosde protec-
ción internacional a los derechos humanos, como posteriormente
detallaremos.

Una segundaetapaes la justicia penal. Luego de tener un
conocimiento certero de los hechos que realmente ocurrieron, viene el
momento del enjuiciamiento de los responsables de los crímenesper-
petrados, siempre y cuandoexistan indicios suficientes para presumir
la comisión de delitos. La tarea dela investigación y del juzgamiento
de los autores de los crímenes investigados no es unatarea de la
CVR, no porque exista una voluntad de impunidad o de encubri-
miento, ni porque no haya voluntad política para castigara losres-
ponsables, sino simplemente porque esa es una tarea reservada por
la Constitución a la Administración de Justicia. Luego abundaremos
sobre este punto.

La etapa siguiente es la reparación. La reparacióndelas vícti-
mas puede ser de dos maneras,la reparación económicayla repara-
ción moral. La primera tiene que ver con la indemnización que se
entregue a las víctimas en “reparación” o “compensación” porlos
daños sufridos o las pérdidas humanas a consecuencia dela violen-
cia política. La segunda tendrá por objetivo la restitución de la digni-
dad de las víctimas o de sus familiares, la cual se materializa a partir
de un conjunto de gestos y símbolos de desagravio y de reconoci-
miento, luego de años de indolencia, de estigmatización, de indefen-
sión e indiferencia para con las víctimas y sus familiares.

Sin embargo, no podemosdejar de ser conscientes de que,si
queremos llegar al fondo de los problemas, es necesario plantearnos
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unaetapadejusticia social. Bien sabemos que la pobreza no es una
causa determinante y directa de la violencia política, pero, sin embar-
go, no podemosdejar de reconocer queésta es caldo de cultivo de la
violencia política. Por ello se hace necesario combatir la pobreza de
una manera decidida y eficaz.

Efectivamente, creemos que cualquier esfuerzo por conocer
los hechos y sancionara los autores no es suficiente para evitar que
en el futuro estos hechosse repitan, si es que no somos capaces de
elevar la calidad de vida de millones de peruanos que sobreviven en
situación de extrema pobreza, algo indignante y escandaloso enla
medida en que atenta contra la dignidad de compatriotas nuestros.
Comodice el P Gastón Garatea, presidente de la Mesa Nacional de
Lucha contra la Pobreza,ella es la principal y la primera tragedia
nacional!” Mientrasella subsista, las posibilidades de surgimiento de
un grupo terrorista estarán latentes.

Tenemosluego una etapa denominadadelas garantías de no
repetición. Esta etapaestá referida a los necesarios cambios que de-
ben de introducirse en el Estadoy en susdiferentes instituciones con
el fin de que estos hechos no vuelvan a ocurrir. Nos referimosa los
canales institucionales de impunidad de las graves violaciones de los
derechos humanos,que van desde unfuero militar hipertrofiado, que
no sancionaba efectivamente, que exoneraba o imponía sanciones
benévolas y blandas, hasta un Poder Judicial con jueces y fiscales
provisionales complacientes y sumisos al poder político. De igual
manera, se hace urgente reestructurar las Fuerzas Ármadasy Policiales
con el objetivo de hacerlas compatibles con un Estado democrático
de derecho, respetuoso de los derechos fundamentales y no violador
de los derechos humanos.

La etapa del perdónes clave y fundamental, pero suponeal.
gunas cuestiones previas, como sonla verdad, la justicia, la repara-
ción. Es casi imposible que una víctima o un familiar perdoneal
autor de un crimen del cual ha sido víctima si es que antes no sabe
la identidad del mismo,si éste no ha sido sancionado de acuerdo a

19 Véase la entrevista a Gastón Garatea en el suplemento “Domingo” del
diario La República, de fecha 24 de febrero del 2002.
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ley, si no ha sido reparado o compensado el daño que se la ha
infligido.

Distinguimosdostipos de perdón: el perdóninstitucionaly el
perdón individual. El primero está referido al perdón que puedenpe-
dir las Fuerzas Armadas, las Fuerzas Policiales, el Gobierno, el Poder
Judicial a las víctimas y a la sociedad civil en su conjunto por no
haber cumplido de forma institucional con su función, por haber sido
cómplices o autores de las violaciones a los derechos humanos.Es el
caso, por ejemplo, de las palabras del presidente Alejandro Toledo a
propósito de los inocentes acusados de terrorismo, indultados porel
Gobierno luego de investigarse su inocencia. Otro caso conocido son
las palabras pronunciadas por el general argentino Martín Antonio
Balza reprobando las graves violaciones a los derechos humanosco-
metidas por el Ejército argentino en la épocade la querra sucia y
ofreciendo hacer todoslos esfuerzos posibles para que estos hechos
no vuelvan a ocurrir??.

11 “El difícil y dramático mensaje que deseo hacer llegar a la comunidad
argentina busca iniciar un diálogo doloroso sobre el pasado, que nunca fue soste-
nido y que se agita como un fantasma sobre la conciencia colectiva, volviendo,
como en estos días, irremediablemente de las sombras donde ocasionalmente se
esconde(...). Ese pasado de lucha entre argentinos, de muerte fratricida, nos trae
a víctimas y victimarios desde el ayer, intercambiando su rol en formarecurrente,
según la época, según la óptica, según la opinión dolida de quienes quedaron con
las manos vacías por la ausencia irremediable, inexplicable... Este error llevó a
privilegiar la individualización del adversario, su ubicación por encima dela digni-
dad, mediante la obtención, en algunos casos, de esa información por métodos
ilegítimos, llegando incluso a la supresión de la vida, confundiendo el camino que
lleva a todo fin justo y que pasa por el empleo de medios justos. Una vez másreitero:
el fin nunca justifica los medios(...). Algunos, muy pocos, usaron las armas para su
provecho personal. Sería sencillo encontrar las causas que explicaron estos y otros
errores de conducción, porque siempre el responsable es quien conduce, pero creo
con sinceridad que ese momento ha pasado y es la hora de asumir las responsabi-
lidades que corresponden. El que algunos de sus integrantes deshonraran ununi-
forme que eran indignosde vestir no invalida el desempeño, abnegadoy silencioso,
de los hombres y mujeres del Ejército de entonces. Han pasado casi veinte años
tristes y dolorosos, sin duda ha llegado la hora de empezar a mirarlos con ambos
ojos. Ál hacerlo, reconoceremosno sólo lo malo de quien fue nuestro adversario en
el pasado, sino también nuestras propias fallas. Siendo justos, miraremos y nos
miraremos, siendo justos reconoceremos sus errores, y nuestros errores. Siendo
justos veremos que del enfrentamiento entre argentinos somoscasi todos culpables,

178

Allpanchis, núm. 61/62-I (2003), pp. 165-198



LA COMISIÓN DE LA VERDAD Y RECONCILIACIÓN

El otro tipo de perdónesel individual, es decir, el que se realiza
entre víctima y victimario, entre el autor del crimen perpetrado y su
víctima o, en su defecto, los familiares de ésta. Conviene recodar que
el único que puede perdonaresla propia víctima o sus familiares. Esa
facultad nole asiste al Estado y menos aún a la CVR. Nadie puede
reemplazarni irrogarse esa facultad en nombre dela víctima,y para
que ello ocurra es necesario que existan ciertas condiciones básicas,

>

por acción u omisión, por ausencia o por exceso, por anuencia o por consejo.
Cuando un cuerpo social se compromete seriamente, llegando a sembrar la muerte
entre compatriotas, es ingenuo intentar encontrar un solo culpable, de uno u otro
signo, ya quela culpa en el fondoestá enel inconsciente colectivo de la nación toda,
aunque resulte fácil depositarla entre unos pocos para librarnos de ella. Somos
realistas y a pesar de los esfuerzos realizados por la dirigencia política argentina
creemos que aún no ha llegado el ansiado momento de la reconciliación. Lavarla
sangre del hijo, del padre, del esposo, de la madre, del amigo es un duroejercicio de
lágrimas, de desconsuelo, de vivir con la mirada vacía, de preguntarse por qué...
por qué a mí... y a sí volver a empezar cada día. Quienes en ese trance doloroso
perdieron a los suyos, en cualquier posición y bajo cualquier circunstancia, nece-
sitarían generaciones para aliviar la pérdida, para encontrarle sentido a la recon-
ciliación sincera. Para ellos no son estas palabras, porque no tengo palabras, sólo
puedo ofrecerles respeto, silencio ante el dolor y el compromiso de todo mi esfuerzo
para un futuro que norepita el pasado.Para el resto, para quienes tuvimosla suerte
de no perder lo más querido en la lucha entre argentinos, me dirijo pidiéndoles, a
todos y a cada uno,en la posición en que se encuentren ante este drama de todala
sociedad, responsabilidad y respeto. Responsabilidad para no hacer del dolor la
bandera circunstancial de nadie. Responsabilidad para que asumamoslas culpas
que nos toquen enel hacer o en el dejar de hacer de esa hora... Sin buscar palabras
innovadoras, sino apelando a los viejos reglamentos, ordeno, una vez más, al
Ejército argentino, en presencia de toda la sociedad argentina, que: Nadie está
obligado a cumplir una orden inmoral o que se aparte de las leyes y reglamentos
militares. Quien lo hiciera incurre en una inconducta viciosa, digna de la sanción
que su gravedad requiera. Sin eufemismosdigo claramente: Delinque quien vulnera
la Constitución nacional. Delinque quien imparte órdenes inmorales. Delinque
quien cumple órdenes inmorales. Delinque quien, para cumplir un fin que cree
justo, emplea medios injustos, inmorales... Si no logramos elaborar el duelo y cerrar
las heridas no tendremos futuro, no debemos negar másel horror vivido y así poder
pensar en nuestra vida como sociedad hacia delante, superando la pena y el
sufrimiento. En estas horas cruciales para nuestra sociedad, quiero decirles como
jefe del Ejército que, asegurando su continuidad histórica como Institución de la
nación, asumo nuestra parte de la responsabilidad de los errores de esta lucha entre
argentinos que hoy nos vuelve a conmover. Soy consciente de los esfuerzos que
realizamos todos con vistas al futuro. Por ello agradezco a los hombres y mujeres

179

Allpanchis, núm. 61/62-I (2003), pp. 165-198



JUAN CARLOS RUIZ MOLLEDA

como son conciencia del crimen, voluntad de no volver a cometerlo,
es decir, voluntad de enmienday solicitud de perdóna la víctima””.

Finalmente, tenemosla etapa dela reconciliación. Hay mu-
chas personas que cuestionan esta etapa, pues, según ellas, antes
que de reconciliación habría que hablar de conciliación, pues no se
puede reconciliar lo que nunca estuvo conciliado. No le falta razón a
esta postura, pues nuestro país se encuentra dividido y enfrentado
pordiferencias y barreras económicas, culturales, políticas e ideológi-
cas, etc.

Reconciliar acá presupone un país dividido y enfrentado. Miles
de peruanos enfrentados que toman las armasy se asesinan entre
ellos. La reconciliación adquiere sentido si la entendemos comola
superación delas diferencias heredadas comosecuelas dela violen-
cia política, comola creación de espacios de encuentro y reencuentro
entre peruanosenfrentados por la guerra, comola superación delos
miedosy recelos entre los otrora enemigosen la épocadeviolencia
política. Obviamente, esta etapa no es posible ni inmediata, pues
requiere de condiciones y etapas previas como,por ejemplo,el per-
dón,el cual, a su vez, suponeotras etapas previas.

Las comisiones de la verdad no están animadas por un espíri-
tu de venganza ni revancha contra las fuerzas armadasy policiales,
sino que éstas nacen conla finalidad, tal como lo señalabael ante-
proyecto elaborado por el Grupo de Trabajo Interinstitucional, de
“sentar las bases de la reconciliación nacional”. Esto significa queel
conocimiento de los hechos(la verdad) y la sanción penala los auto-
res de los crímenes (justicia) no son objetivos últimos y finales, sino

que tengo el orgullo de comandar, ellos representan la realidad de un Ejército que
trabaja en condiciones muy duras, respetuoso de las instituciones republicanas y
poniendo lo mejor de sí al servicio de la sociedad. Pido la ayuda de todos los
hombres y mujeres de nuestro amado país para iniciar el transito del diálogo que
restaure la concordia en la herida familia argentina” (“Mensaje del jefe del Estado
Mayor General del Ejército, teniente Martín Antonio Balza”, en Kai Ambos, Impu-
nidad y derecho internacional,_2% edición actualizada, AD-HOC, Buenos Álires,
1999, pp. 433yss.).2 Ciertamente, si analizamos en detalle, no es preciso hablar de víctimas y
victimarios, pues los victimarios no son ajenosa las secuelas de la violencia política.
Ellos, de alguna manera, también son víctimas de la violencia.
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que éstos deben estar encaminadosfinalmente a lograrel perdóny la
reconciliación “de y entre” los peruanos.

Es preciso señalar que la facultad de perdonarle asiste al que
fue ofendido y afectado, siendo evidente que no se puede perdonar a
aquellos que no se conoce, menos aún cuando los mismos no han
evidenciado la menor voluntad de arrepentimiento y enmienda.El
perdón supone varios elementos, entre ellos la voluntad de perdonar,
por un lado, y la voluntad de arrepentimiento del que quiere ser per-
donado, por otro. En ese sentido, si no se sabe lo que realmente
ocurrió, ¿cómo poder perdonar?**. Así mismo, como muybien lo ha
expresado la lalesia católica, sólo desde la verdad, la justicia y el
profundo respeto porla vida y la dignidad de la persona se pueden
construir los cimientos de una auténtica reconciliación?**, tan necesa-
ria para nuestro país.

Cada unadeestas etapastiene plazos distintos y no siempre
determinables matemáticamente; dependerádela naturaleza y espe-
cificidad del proceso, de la voluntad de los actores, de un conjunto de
factores incluso exógenos. Los plazos que se han señaladoenel cua-
dro son, obviamente, arbitrarios, aunque quieren darnos una idea de
los plazos aproximados,de si estamos ante largos, medianoso cortos
plazos. El cuadro esquemático también señala e identifica el ente o
los sujetos involucrados o llamados a jugar un papel protagónico en

B Al respecto, es sugerente revisar lo que sobre el mismo cuestionamiento
respondió el informe de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas.
Nunca Más, CONADEP 9* BuenosAires; EUDEBA,pág. 10: “Y nos acusan de no
propiciar la reconciliación nacional, de activar los odios y resentimientos, de impe-
dir el olvido. Pero no es así: no estamos movidos por el resentimiento ni por el
espíritu de venganza; sólo pedimos la verdady la justicia, tal y como por otra parte
lo han pedido las iglesias de distintas confesiones, entendiendo que no podrá haber
reconciliación sino después del arrepentimiento de los culpables y de unajusticia
que se fundamente en la verdad. Verdad y justicia, por otra parte, permitirán vivir
con honor a los hombres de las Fuerzas Ármadas que son inocentes y que, de no
procederse así, correrían el riesgo de ser ensuciados por una incriminación global
e injusta”.

M4 Comunicado de la Conferencia Episcopal Peruana, de fecha 15 de se-
tiembre de 1995. También revisar el pronunciamiento sobre la violencia y la paz de
fecha 6 de septiembre de 1984: “No desfallezcan en administrar con honestidad,
pronta justicia, frente a las trágicas desapariciones forzadas y ejecuciones ilegales
que se dan sobre todo en las zonas de conflicto”.
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ETAPAS DE LA RECONCILIACIÓN NACIONAL

ETAPA RESPON- OBJETIVO TIEMPO REQUI-
SABLE SITOS

VERDAD Conocimiento de |18+5 Voluntad polí-
los hechos, pro- tica del Gobier-
cesos y responsa- no. Financia-
bilidades indivi- miento.
duales e insti-
tucionales.

Comisión de
la Verdad y
Reconcilia-
ción.

Autonomía e
independencia
del Poder Judi-
cial. Voluntad
política del Go-
bierno de res-
petar dicha au-
tonomía.

- Poder Judi- 2-5 años
cial
- Ministerio
Público
- Organismos
de DDHH

JUSTICIA
PENAL

Sanción para los
responsables de
graves violación
a los derechos
humanos, con
estricta observan-
cia del debido
proceso.

Presupuesto.
Voluntad polí-
tica del Gobier-
no.

Reparar econó- |

o-

mica y moral-
mentealas vícti-
mas y familiares.

Poder Ejecu-
tivo.

Participación y
movilización
de la pobla-
ción. Voluntad
política del Go-
bierno. Con-
certación na-
cional. Presu-
puesto.

Desarrollo social
y mejoramiento
de las condicio-
nes de vida, espe-
cialmente en las
zonas afectadas
directamente por
la violencia polí-
tica.

Gobierno
central y go-
biernos loca-
les. Socie-
dad civil or-
ganizada.

JUSTICIA
SOCIAL

GARAN-
TÍAS DE
NO RE-
PETICIÓN

Voluntad polí-
tica del Gobier-
no con el res-
paldo de las

Adoptar e imple-
mentar los cam-
bios y las refor-
mas instituciona-

Poder Ejecu-
tivo

continúa...
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.. Continuación

ETAPA RESPON- OBJETIVO|TIEMPO REQUI-
SABLE SITOS

fuerzas políti-
cas y el apoyo
de la sociedad
civil organiza-
da.

les, sobre todo en
las FFAA, FFPP y
Administración
de Justicia que
aseguren la no
repetición de las
violaciones a los
derechos huma-
nos.

9-30 años|Verdad. Justi-cia penal. Jus-
ticia social. Pre-
supuesto.

Restablecer las
relaciones entre
los peruanos.
Reconocimiento
de los hechos por
sus autores, soli-
citud de perdón y
promesa de no
volverlo a realizar.

Víctimas y
victimarios.
Fuerzas AÁr-

madas, Poli-
ciales, Go-
bierno, clase
política y so-
ciedadcivil.

RECONCI-
LIACIÓN

Verdad. Justi-
cia penal. Jus-
ticia social. Re-
paración. Per-
dón.

Reunificación de|9-30 años
los peruanos.

Todos, inclu-
vendo: Fuer-
zas Armadas
y Policiales,
población
afectada di-
rectamente,
sociedad ci-
vil y partidos
políticos.

las diferentes etapas. Como se puede ver, la sociedad civil en unos
casos y el Gobierno en otros aparecen comolos llamados a impulsar
etapasclaves y trascendentales. La CVRsólo aparece en la primera
etapa de manera muy puntual y preclusiva.
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Este propuesta quiere situarel trabajo de la CVR dentro de un
proceso complejo y de largo plazo, en el cual adquiere sentido su
mandato y su misión. Ciertamente, esta perspectiva surge frente a
visiones de la CUR que quieren hipotecar su trabajo a perspectivas de
corto plazo, las cuales están vinculadas a visiones técnicas que desco-
nocen la dimensión y la punta política del trabajo de la CVR.

Finalmente, una advertencia final que tiene que ver conel
protagonismoal que está llamadala sociedad civil en el proceso de
reconciliación. Después de muchotiempo, la Comisión de la Verdad
y Reconciliación es hoy una realidad en nuestro país. Sin embargo,
pese a los esfuerzos realizados, el trabajo por difundir su misión y la
labor realizada es insuficiente. Ello es preocupante, sobre todosi
tenemos en cuenta que su trabajo, el cumplimiento de su misión y
sus objetivos estarán en función de su capacidad para lograr una
sustantiva adhesión y respaldo ciudadano,no sólo de las víctimas y
de las poblaciones afectadas, sino fundamentalmente de la sociedad
civil.

En tal sentido, estamos convencidos de queel gran interlocu-
tor y el principal destinatario del trabajo y de las investigaciones dela
comisión no es solamente la comunidad intelectual nacionalni la
elite política dirigente ni los partidos políticos, sino la sociedadcivil,
las organizacionesde base, los niños, los escolares, los estudiantes,
las amasdecasa,los y las dirigentes de organizaciones de superviven-
cia. Todos ellos están llamados a jugar un papel clave en el proceso
de reconciliación nacional, no sólo como simples receptores de infor-
mación sino como sujetos de un gran proceso de reflexión e
historización colectiva de los hechos ocurridos, de manera que esto
permita elaborar una historia lo más cercana a los hechos y que se
extraigan deella las lecciones necesarias e imprescindibles para que
hechos como los ocurridos queden registrados en la memoria colecti-
va y nunca másvuelvan a ocurrir.

5. La COMISIÓN DE LA VERDAD Y

LA POSIBILIDAD REAL DE JUSTICIA PARA LAS VÍCTIMAS

La pregunta que acá nos queremos hacer es muy concreta: ¿pueden
las víctimas o sus familiares o la sociedad civil esperar en el corto
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plazo justicia penal y reparación o deben de contentarse conel escla-
recimiento de los hechos?

Ésta no es una preocupación académica solamente, busca
responder más bien a aquellos sectores que cuestionan a la comisión
porque, aparentemente,ella no tendría capacidad de juzgary sancio-
nar a los responsables de los crímenes. Estos sectores concluyen que,
al tener sólo capacidad de brindar “recomendaciones y propuestas”,
la comisión no aportaría nadaefectivo a las víctimas y sus familiares,
en otras palabras, ésta habría nacido muerta o muy limitada. En
nuestra opinión,estas opiniones, másallá de la intención de sus au-
tores, lo que hacen es generar inmovilismo e impunidad.

Nosotros sostenemos,en primer lugar, que la Comisión de la
Verdad no podría—aunque que quisiese- tener atribuciones jurisdic-
cionales ni reparadoras, pues ello supondría reemplazar, si no usur-
par, funciones que la Constitución política ha asignadoal Poder Judi-
cial en el caso dela justicia penal y al Poder Ejecutivo y al Ministerio
de Economía y Finanzas?” en el caso delas reparaciones, funciones
que, además, el Decreto Supremo 065-2001-PCM ha expresamente
prohibido que cumpla la CVR.

Asimismo, no se puede por decreto supremo (una normade
menorjerarquía) modificar la Constitución política (una norma de
mucho mayor jerarquía), la cual plasma un esquema de distribu-
ción de funciones y poder inalterable. Lo que le corresponderáa la
comisión es presentar un informe final indicando, del conjunto de
casos investigados, aquellos en que se ha logrado individualizar a
los “presuntos” autores y encontrar suficientes elementos probato-
rios para presumir la responsabilidad penal de los mismos. Esosca-
sos deberán, en su oportunidad,ser puestos en conocimientodela
Administración de Justicia para su juzgamiento y eventual sanción
penal, en caso de encontrárseles responsables de acuerdoa las nor-
mas vigentes.

Ciertamente,la posibilidad de concretarla justicia y la repara-
ción no dependerá necesariamente de la existencia de una norma
legal que le entregue hipotéticamente esa facultad a la comisión, sino

15 Entes públicos que sí tienen iniciativa de gasto, a diferencia de la CVR.
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fundamentalmente de la capacidad de ésta, de las asociaciones de
víctimas, de grupossensibles y de las organizaciones de derechos hu-
manosde generar un movimiento social, cívico y ciudadano de apo-
yo a la lucha porla verdad, por la memoriahistórica y sobre todo por
la justicia y la reparación. En otras palabras, se trata de lograr que
estas demandas se hagan sentido común en la población, que la
sociedadcivil se reconozca, se identifique, se “apropie” de la CUR,de
tal manera que no sea solamente el equipo técnico y un pequeño
núcleo sensibilizado los que demanden justicia y reparación, sino que
ésta sea una demanda colectiva nacional, significativa y consistente,
con capacidad de presión, de movilización social y de generación de
opinión pública y corriente de opinión. En otras palabras, que la
comisión no sea académica y se haga mássocial, que se instale en la
calle, en el sentido comúnde la población.

Deotro lado, una vez que se hallen elementossuficientes para
presumirla existencia de delitos -es decir, suficiencia probatoria-, el
Poder Ejecutivo estará obligado jurídicamente a enviar dicho material
documental acerca de la comisión de delitos al Ministerio Público, el
cual, al ser titular de la acción penal, estará obligado jurídica, política
y moralmente a denunciarante el Poder Judicial dichos casos, y éste,
a su vez, está también obligado jurídicamente a abrir proceso penal
contra los presuntos responsables y procesarlos de acuerdoaley.
Obviamente, estos procesos deberán de llevarse a cabo garantizando
el derechoy las garantías del debido proceso, entre las cuales se en-
cuentra el derecho a la defensa del presunto autor.

La justicia penal, en consecuencia, no es una esperanza ga-
seosa y utópica, sino una obligación jurídica de cumplimiento obli-
gatorio por parte del Estado, exigible tanto en el fuero interno, es
decir, ante los tribunales nacionales, comoen el fuero internacio-
nal, esto es, en el sistema interamericano de derechos humanosy el
sistema universal de derechos humanos, de los cuales el Perú es
parte. En otras palabras, no es una opción sino una obligación para
el Estado.

Finalmente, unainterpretación sistemática del Decreto Supre-
mo N* 065-2001-PCM nossugiere quela justicia no es ajena al traba-
jo de la comisión, sino todo lo contrario, ya que ella constituye un
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elementocentral e insustituible de su razón deser, y sin la cual perde-
ría sentido. En efecto, el artículo 1% de Decreto 065-2001-PCM señala
que “la Comisión de la Verdad propenderá(...) al imperio dela justi-
cia”, es decir, tiene que hacer esfuerzos desdela especificidad de su
tarea, desde su trabajo de esclarecimiento, para quela justicia —en
especial para las víctimas- sea una realidad concreta, para quela
justicia tenga vigencia. Este no es un objetivo secundario o parcial,
sino que se encuentra enel artículo1*, artículo que, como sabemos,
señala la finalidad última y fundamental de la comisión, por encima
de los objetivos puntuales.

Este artículo hay, a su vez, que concordarlo conel último pá-
rrafo del artículo 3” del mismo Decreto, que señala de manera pun-
tual que “la Comisión notiene atribuciones jurisdiccionales, por tan-
to no sustituye en sus funciones al Poder Judicial y alMinisterio Públi-
co”. Ambosartículos no son contradictorios sino complementarios,
sobre todosi los leemos en conjunto. La idea es que la comisión tiene
que contribuir al imperio de la justicia desde la singularidad de su
labor, es decir, desdeel trabajo de esclarecimiento e investigación de
los hechos, los procesosy las responsabilidad dela violencia política,
lo que está claramente señalado en la primera parte del artículo 19
del decreto en cuestión.

Esta idea se desprende y está presente en el artículo2*, inciso
b”, del referido decreto, el cual establece que “la Comisión tendrá los
siguientes objetivos: contribuir al esclarecimiento por los órganosju-
risdiccionales respectivos, cuando corresponda,de los crímenesy vio-
laciones a los derechos humanosporobra de las organizacioneste-
rroristas y de agentes del estado, procurando determinar el paradero y
situación delas víctimas e identificando, en la medidadelos posible,
las presuntas responsabilidades”.

En conclusión, la justicia penal no es ajena al trabajo de la
Comisión de la Verdad, ya que el hecho de que no sea su responsabi-
lidad el juzgamiento y la sanción de los responsables no puede ser
entendido como quela justicia le es indiferente. En consecuencia, es
inexacto y equívoco deducir del hecho cierto que la comisión no tiene
atribuciones jurisdiccionales la inexistencia de sanción para los auto-
res de crímenes contra los derechos humanos.
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6. EL DERECHO A LA VERDAD EN EL MARCO

DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO PERUANO
EN MATERIA DE GRAVES VIOLACIONES

A LOS DERECHOS HUMANOS

El trabajo de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación no sólo
responde a un deber moraly a una responsabilidad política del Esta-
do, sino que se fundamenta en una obligación jurídica, de cumpli-
miento obligatorio por el Estado peruano.

Como señala Juan Méndez**, la responsabilidad del Estado
peruanofrente a las violaciones de los derechos humanosse expresa
en cuatro obligaciones, cuales son:

1. Obligación de investigar y dar a conocer los hechos que se
puedanestablecer fehacientemente (verdad).

2. Obligación de procesary castigar a los responsables (justicia).
3. Obligación de reparar integralmente los daños morales y ma-

teriales ocasionados (reparación).
4. Obligación de extirpar de los cuerpos de seguridad a quienes

se sepa que han cometido, ordenadoo tolerado estos abusos
(creación de fuerzas de seguridad dignas de un Estado demo-
crático).

Ciertamente, estas obligaciones no son alternativas unas a otras,
es decir, no son optativas. El Estado peruanoestá en la obligación de
cumplir con todasellas.

En ese marco, la Comisión de la Verdad encuentra como uno
de sus fundamentos el denominado derechoa la verdad,el cual se
encuentra consagrado tanto en los informes de la Comisión

15 Juan Méndez, “El derecho a la verdadfrente a las graves violaciones a
los derechos humanos”, en Perú 1980-2000. El reto de la verdad y la justicia.
Jornadas internacionales para una comisión de la verdad, Aprodeh, Lima, 1991,
p. 34.

188

Allpanchis, núm. 61/62-I (2003), pp. 165-198



LA COMISIÓN DE LA VERDAD Y RECONCILIACIÓN

Interamericana?” comoenla jurisprudencia de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos??.

Tenemos,en primerlugar, el Informe anual 1985-1986 de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a la Asam-
blea General de la Organización de Estados Americanos (OEA),el
cual estableció que: “Toda sociedadtieneel irrenunciable derecho de
conocerla verdad de lo ocurrido, así comolas razonesy circunstan-
cias en las que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a fin de evitar
que esos hechos vuelvan a ocurrir en el futuro...”*”. Esto supone que,
en relación con el contenido del derecho a la verdad, el sujeto del
derecho a la verdad sería toda la sociedad y comprendería: (a) la
verdad delo ocurrido, es decir, los hechos; (b) las razones y circuns-
tancias en las que las violaciones se cometieron””.

17 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No.28/92,
Casos 10. 174, 10. 181, 10.240, 10.262, 10.309 y 10. 311, Argentina, 2 de octubre
de 1992. Véase también: OEA, Informe anual de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos 1992-1993, p. 42-53. Diversas personas e instituciones de-
nunciaron al Estado argentino porla aprobación de la ley 23.492 y la ley 23.521.
La primera de estas normasfijó un plazo de 60 días para la extinción de las
acciones penales por crímenes cometidos durante la llamada “querra sucia”. La
segunda norma creó la presunción irrebatible, a favor del personal militar que
cometió crímenes durante ese período, de haber actuado en virtud del deber de
obediencia, eximiendo de responsabilidad penal. Los denunciantes alegaron que
esas disposiciones legales son violatorias de la convención en tanto hanrestringido
y finalmente cancelado los procesos criminales sobre las gravísimas violaciones a
los derechos humanos ocurridas durante el Gobierno de facto. La denuncia no se
refería a las violaciones mismas, ellas ocurrieron cuando Argentina aún no era
Estado parte de la convención. El objeto del caso fue la privación del derechoa la
protección y a las garantías judiciales por la paralización de la investigación judi-
cial con motivo de las leyes y decretos mencionados.

8 Corte 1.D.H., Caso Velázquez Rodríguez, sentencia de 29 de julio de
1988, serie C No. 4. También Corte 1.D.H., Caso Godínez Cruz, sentencia de 20 de
enero de 1989, serie C No. 5. La Comisión sometió a la Corte el caso de Manfredo
Velázquez, un estudiante hondureño desaparecido en 1981 y el caso de Saúl Godínez
Cruz, un profesor desaparecido a su vez en 1982. En las dos sentencias, en que se
resuelven ambos casos condenando al Estado de Honduras, la Corte ha afirmado
que la obligación estatal de investigar las violaciones a los derechos humanosse
desprende directamente de la Convención Americana de Derechos Humanos.

2 Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
1985-1986, Washington D.C., p. 205.

% Carlos Chipoco Cáceda, “El derecho a la verdad”, en revista Paz, Ceapaz,
Lima.
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Existe entonces una indiscutible obligación de investigar los
hechos porparte del Estado peruano.El Artículo 19 de la Convención
Americana de Derechos Humanoshaestablecido, como muybien lo
ha señaladola Corte Interamericana de Derechos Humanos,que “la
primera obligación asumida por los Estados partes es la de respetar
los derechosy libertades reconocidos en la Convención”?*. Sobre esta
base debemosdeleerel artículo 2? de la Convención Americana de
Derechos Humanos, la cual ha establecido la obligación de los Esta-
dos partes de adoptar las disposiciones de derecho internosi el ejerci-
cio de los derechosy libertades mencionadosenel Artículo 1? dela
Convenciónno estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas
o de otro carácter. En ese sentido, los Estados partes se comprometen
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionalesy a las
disposiciones de la convención, las medidas legislativas o de otro
carácter que fueran necesarias para hacerefectivos tales derechosylibertades.

La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los
derechos reconocidos en la convención a toda persona sujeta a su
jurisdicción -contenida enel art. 1.1-, supone también con claridad
una obligación de hacer. En efecto, el Estado no está solamente obli-
gado a no violar derechos humanos, sino también a garantizar esos
derechos”.

2 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velasquez Rodríguez,
Sentencia del 29 de julio de 1988. Serie C N%4, párrafo 165. También Corte
Interamericana Caso Godínez Cruz, 20 de enero de 1989, Serie C NO95, párrafo174.

2 Al analizar este artículo, la Corte ha señalado que “la primera obligación
asumida por los Estados partes, en los términosdelcitado articulo, es la de respetar
los derechosy libertades reconocidos en la Convención”. La primera obligación se
vincula básicamente con una obligación de no hacer, de respetar los derechos
fundamentales. Sin embargo, la obligación del Estado parte no se agota en un no
hacer. Las dos sentencias precitadas añaden que el artículo primero también con-
tiene una obligación de hacer: “La segunda obligación de los Estados partes es la de
garantizarel libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a
toda persona sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los
Estados partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todaslas
estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de
manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de
los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben
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Estas normasnoson ilustrativas ni referenciales para el Poder
Judicial del Perú, sino que son normastan obligatorias comola Cons-
titución y las leyes del Congreso. La cuarta disposición transitoria de
la Constitución política de 1993 del Perú, ha establecido que las nor-
mas relativas a los derechosy a las libertades que la Constitución
reconoce, se interpretan de conformidad con la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanosy conlos tratados y acuerdos internacio-
nales sobre las mismas materiasratificados porel Perú. En esa mis-
malínea,el artículo 55% de nuestra primera carta política ha señala-
do quelos tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte
del derecho nacional.

Los mecanismos que la Corte considera son imprescindibles
para que cada Estado cumpla con su obligación, establecida enel
art. 19, de garantizarel libre y pleno ejercicio de los derechos funda-
mentales son: la prevención, la investigación y la sanción delas viola-
ciones. Todasellas obligaciones de hacer, acciones estatales que de-
ben realizarse para cumplir con el artículo primero.

La Corte Interamericana ha sostenido que no basta la apro-
bación de un orden normativo interno de protección para que los
Estados den porsatisfecha su obligación consagrada en la conven-
ción. En ese sentido, la Corte ha señalado que “la obligación de
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanosno se
agota conla existencia de un orden normativo dirigido a hacer posi-
ble el cumplimiento de esta obligación, sino que comportala necesi-
dad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la
realidad, de unaeficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los dere-
chos humanos””.

En efecto, el deber de prevención contenidoenelartículo pri-
mero de la convención abarcaasí, entre otros deberes, la obligación
de parte de los Estados de investigar adecuadamentelas violaciones

prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos porla
Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho
conculcado y, en su caso,la reparación de los daños producidos porla violación de
los derechos humanos”.

3 Corte 1.D.H., Caso Velázquez Rodríguez, párrato 167. También Corte
[.D.H., Caso Godínez Cruz, párrafo 176.
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a los derechos humanos, identificar a las personas que hayanrealiza-
do o sean responsables de esas violaciones y sancionarlas. Así, se
afirma que “el Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonable-
mente, las violación de los derechos humanos, de investigar seria-
mente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan
cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a
la víctima una adecuada compensación”?!

Porello, las leyes de amnistía representan una violación del
deber de los Estados de investigar las graves violaciones a los dere-
chos humanos.Sobreel particular, diversos autores y la doctrina mis-
ma han señalado la importancia de la sanción a las violaciones de
los derechos humanos como un elemento de demostración del com-
promiso que la sociedad tiene con los derechos humanos”.

Sobre las leyes de amnistía antes mencionadas, la CIDH, a
partir de las leyes de amnistía promulgadas porel Gobierno argenti-
no, ha sostenido que “con dichas medidasse cerró toda posibilidad
jurídica de continuarlos juicios criminales destinados a comprobar
los delitos denunciados; identificar a sus autores, cómplices y encu-
bridores; e imponerlas sanciones penales correspondientes. Los fun-
cionarios, familiares o damnificados porlas violaciones de derechos
humanoshanvisto frustrado su derecho a un recurso, a una investi-
gación judicial imparcial y exhaustiva que esclarezca los hechos?*”.

Las resoluciones aprobadas por la CIDH sobre los casos de
Argentina y Uruguay han marcado un hito muy importante en el
desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos;ellas,

% Sancinetti ha llamado la atención respecto a que la aplicación de la
pena reafirma la norma. “Toda norma que prohíbe una conducta supone la
afirmación de unvalor. Si la prohibición es reforzada con la amenaza de una pena,
se entiende que ese valor es especialmente importante para la sociedad. Las nor-
mas que reprimenel asesinato, la privación dela libertad, las torturas declaran,en
verdad, quela vida, la libertad, la dignidad humana,valen, es decir, constituyen
bienes, valores por los cuales la sociedad está especialmente comprometida” (Marcelo
A. Sancinetti, Derechos humanos en la Argentina post-dictatorial, Lerner Editores
asociados, Buenos Áires, pp.8-9.

5 Ibidem.
2 Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,

OEA, 1992-1993, Washington, p. 49.
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sumadasa la sentencias de la Corte, afirman, además de los dere-
chosa las garantías judiciales y a la protección judicial, un derecho
de la personas a conocerla verdad. Como consecuencia deello, el no
esclarecimiento de los hechos es un acto prohibido para los Estados
partes en la Convención Americana de Derechos Humanos.

LaDeclaración y programa de Viena*” de junio de 1994,apro-
badaporla Conferencia Mundial de Derechos Humanos,haestable-
cido en su parágrafo 62*, sobre la problemática de las desapariciones
forzadas -una de las modalidades de violación de los derechos huma-
nos más denunciada en nuestro país-, que “la Conferencia Mundial
de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la aprobación de
la declaración sobre la protección de todaslas personas contra las
desapariciones forzadas, pide a todos los Estados que adopten efica-
ces medidaslegislativas, administrativas, judiciales y de otra índole
para impedir las desapariciones forzadas, acabar conellas y castigar-
las”. Más adelante agrega que “la Conferencia reafirma que es obli-
gación de todos los Estados, en cualquier circunstancia, emprender
una investigación siempre que haya motivos para creer que se ha
producido una desaparición forzada en un territorio sujeto a su juris-
dicción y, si se confirman las denuncias, enjuiciar a los autores del
hecho”*.

La referida Conferencia Mundial de Derechos Humanos, en
su parágrafo 27%, ha señalado que “cada Estado parte debe prever
un marco de recursos eficaces para repararlas infracciones o viola-
ciones de los derechos humanos”*”. La Comisión de Derechos Hu-
manosde las Naciones Unidas, por su parte, ha exhortado “a las
autoridades del Perú a que adopten las medidas necesarias para ga-

2 Declaración y programa de acción de Viena, Conferencia Mundial de
Derechos Humanos, Viena, 14 al 25 de junio de 1993.

% La negación más absoluta de los derechos humanos en nuestra época
insta a que se haganinvestigaciones rápidas e imparciales, se determine la respon-
sabilidad jurídica por los excesos injustificables que pudiesen concluir en las des-
apariciones forzosas o involuntarias. Grupo de Trabajo de desaparición forzada o
involuntaria, ONU, Resolución 33/173,20.12.78.

2 Ibidem.
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rantizar el pleno cumplimiento de las obligaciones del Estado enla
investigación y sanción de los responsables de las violaciones de dere-
chos humanos, así como la reparación a las víctimas detales viola-
ciones”*.

De otra parte, la Asamblea General de la OEA resolvió en
1983 “declarar que la práctica de la desaparición forzada de perso-
nas en América es unaafrenta a la conciencia del hemisferio y cons-
tituye un crimen de lesa humanidad”*!; la Organización de las Nacio-
nes Unidasha establecido que “la privación de la vida es una cues-
tión de suma gravedad, por consiguiente la ley debe controlary limi-
tar estrictamente las circunstancias en que dichas autoridades pue-
den privar de la vida a una persona”; y, finalmente, en el Informe
del relator especial sobre tortura, elaborado luego de su visita al Perú.
en 1983, se sostiene que el representante del Ministerio Público en
Ayacucho, solamente en 1987, se había ocupado de 348 casosde
presuntas torturas”.

El derecho a conocerla verdad puede ser encontrado en nues-
tra Constitución política. En efecto, en consonancia conel artículo 12
de la Constitución política de 1993, la defensa de la persona humana
y el respeto de su dignidad sonel fin supremo dela sociedad y del
Estado. En consecuencia, todo acto o conducta que vulnere los dere-
chos fundamentales de la persona constituye una negación delafi-
nalidad primordial del Estado.

En tal sentido, todo ciudadano tiene derechoa solicitar, sin
expresión de causa,la información que requiera y a recibirla de cual-
quier entidad pública, de acuerdoalartículo 2, inciso 5, de nuestra
Carta Política. Y, asimismo, existe el derecho de los familiares a co-

Y Resolución de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos hu-
manos en el Perú, Subcomisión de prevención de discriminaciones y protección a
las minorías, Consejo Económico y Social, E/CN.4/Sub,2/1993/L.37, 20 de agosto
de 1993. 45 período de sesiones, tema 6 del programa.

2 Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, Resolu-
ción 666 Xiii-0/83.

2 Comentario general 6/16, párrafo 3-4, Informe general ONU, 1982.
p. 95.

3 Informedel relator especial, Sr. P Kooijmans, con arreglo a la resolución
1988/32 de la Comisión de Derechos Humanos.p. 38.
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nocer que pasó con sus seres queridos, para de esa manera desagra-
viar el honory la buena reputación de los mismos, lo que no cons-
tituye, en absoluto, peligro para la seguridad nacional y el orden
público.

En resumen, existe una responsabilidad del Gobierno perua-
no en el derecho internacional en materia de derechos humanos
que no se puede ignorar. La sociedad civil espera del Estado y del
Gobierno unaacciónde vigilancia y de protección de los derechos
humanos.

7. LA RESPONSABILIDAD DE LOS GRUPOS TERRORISTAS

Los grupos terroristas, además de la responsabilidad moraly política
que tienen como consecuencia de su actuación, tienen una responsa-
bilidad jurídica, la cual se hace efectiva a través de la legislación
penal, la que tiene previsto todo un conjunto de penasparalasdife-
rentes conductas delictivas. El problema viene porel lado dela res-
ponsabilidad de los gruposterroristas en el campodel derechointer-
nacional de los derechos humanos, pues no se les puede imputar a
los gruposterroristas el incumplimiento de tratados y convenios en
materia de derechos humanos que nunca firmarony suscribierony,
en consecuencia, que nunca se comprometieron de manera formal y
jurídica a cumplir, comosí es el caso del Estado peruanoydelresto
de Estados quesí suscribieron estos instrumentos internacionales de
protección a los derechos humanos.

Este punto ha sido causa de muchas confusiones e
incomprensiones, muchasde ellas deliberadas. En el campo del dere-
cho internacional de los derechos humanos debemosdetener presen-
te que sólo los Estados son susceptibles de ser emplazados y san-
cionados como responsables porlas violaciones que sus funcionarios
y demás personas que actúen bajo su dirección o tolerancia cometan
en agravio de los derechosde las víctimas. La consecuencia es evi-
dente: los gruposalzados en armas o los que cometanactosterroris-
tas no pueden ser emplazados ante los organismos de protección
internacional de los derechos humanos, menos aún sancionados como
responsables de las violaciones de los mismos. Sin embargo,esto no
significa que las víctimas de los gruposterroristas no puedan deman-

195

Allpanchis, núm. 61/62-I (2003), pp. 165-198



JUAN CARLOS RUIZ MOLLEDA

dar u obtener protección o reparación dentro de su propio Estado,
mediante mecanismosprevistos en el derechointerno.

En nuestra opinión, aun cuando enel plano objetivo los gru-
pos terroristas violentan derechos que son materia de protección por
el derecho internacional de los derechos humanos,su denunciaten-
dría actualmente una finalidad fundamentalmente moraly política
de condena y deslegitimación de su práctica, tanto a los ojos de la
comunidad internacional comoalos de la población del propio país”*.
No obstante esta limitación, es de suma necesidad la sindicación y
demostración de que los grupos querealizan actos terroristas incurren
en violaciones a las normas del derecho internacional humanitario
aplicable a los conflictos armados no internacionales y a preceptos
del derecho penalinternacional, sin perjuicio de los efectos políticos y
morales que tal condena permitainfringir a la legitimidad y credibili-
dad de los gruposterroristas”.

Porello, hay que señalar con claridad que los grupos terroris-
tas Sendero Luminoso y elMovimiento Revolucionario Túpac Amaru
han violado derechos fundamentales, los mismos que constituyen
crímenes de lesa humanidad, toda vez que desconocen las normas
mínimasde aplicación en todo conflicto de carácter no internacional
establecidas por las normasdel derecho internacional humanitario,
que exigen un régimen mínimo de trato humanoaplicable a toda
situación de conflicto interno. El grupoterrorista Sendero Luminoso,

4 Desde el punto de vista estrictamente jurídico, tales grupos no podrían
ser emplazados ni sancionados en los organismos del sistema internacional de
protección de los derechos humanos, que sólo contemplanesta posibilidad cuando
la agresión es atribuible a la acción u omisión del Estado. Cf. Francisco Eguiguren
Praeli, “¿Puede sindicarse a los grupos terroristas como responsables de las viola-
ciones de derechos humanos?”, en Boletín de la Comisión Andina de Juristas N*
24, p. 33.

3 Cabe precisar que una eventual denuncia de los gruposterroristas queel
Estado peruano pueda realizar por la violación de las normas del derecho interna-
cional humanitario no conlleva (por si misma) riesgo, efecto o implicancia para
que se pretenda un eventual reconocimiento internacional del grupo armado como
“fuerza beligerante”. En ese sentido, las normas de derecho internacional humani-
tario deben ser respetadas por cualquier contendiente en conflicto armado,sin que
ello le confiera automáticamente una calidad o estatus internacional específico o
diferente.
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desde sus inicios, ha recurridoal asesinato y a la destrucción de obras
de infraestructura como instrumento principal de sus acciones arma-
das, con el objeto de provocarterror en la población.

Ental sentido, las disposiciones contenidas en el artículo 3?,
común a todos los convenios de Ginebra, establecen un estándar
mínimo de trato humanoaplicable a toda situación de conflicto in-
terno. Como parte del jus cogens internacional, estas normas deben
respetarse en toda circunstancia, incluso en aquellas que, comola
peruana, no reúnen las condiciones para ser consideradasconflictos
armadosno internacionales ni suponen la presencia de una fuerza
armada combatiente rebelde dirigida por un mando responsable**.
Asimismo, por constituir un régimen de trato humano mínimo,la
inobservancia de estas normaspor los gruposterroristas es constituti-
va de unasituación de barbarie calificada.

Finalmente, debemosprecisar que el artículo 3%, comúna to-
dos los convenios de Ginebra, preceptúa que, “en caso de conflicto
armado que no sea de índole internacional y que surja enel territorio
de una delas “altas partes contratantes”, cada una de las partes en
conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo,las siguientes
disposiciones: las personas que no participen directamente en las
hostilidades, incluidos los miembros de las Fuerzas Ármadas queha-
yan depuesto las armasy las personas puestas fuera de combate por
enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, de
todas las circunstancias, tratadas con humanidad,sin distinción al-

guna deíndole desfavorable basada enla raza,el color, la religión o
la creencia, el sexo, el nacimiento o cualquier otro análogo”””.

REFLEXIÓN FINAL

La Comisión de la Verdady la Reconciliación en el fondo de lo que
trata es de confrontar un capítulo de la historia de nuestro país lleno
de odio, muerte, abusos... con valores éticos comola dignidad hu-

% Tribunal Permanente de los Pueblos, Contra la impunidad en América
Latina, Sesión Peruana, Lima5, 6 y 7 dejulio de 1990, Coordinadora Nacional de
Derechos Humanos,p. 136.7 Op. Cit., p. 138.
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mana,la solidaridad, la vida, la tolerancia y el respeto mutuo, sus-
tentados enla razón y recogidos por el derecho.

Es una oportunidad para preguntarsesila ética tiene algo que
decirle a la política o para ver si son mundosdistintos e intocables. Es
una oportunidadhistórica para volvera iluminar la política de valores
éticos. Consideramos que unade las razones que explican el baño de
sangre y muerte en que nos vimos envueltos es que la política se
extravió dela ética. La consecuencia fue que la persona humana,el
ser humano, devino en un instrumento y no en unfin en sí mismo.

El informefinal de la Comisión de la Verdad de El Salvador
decía: “Nadie ganabala guerra. Todos la perdían”. En esa misma
línea, Gustavo Gutiérrez, a propósito de la violencia política, comen-
tando el alto número de víctimas, decía “que no hay muertosajenos,
de alguna manera todos son nuestros muertos”. De eso se trata, de
sentir a todos como nuestros muertos, de sentir cada una de esas
muertes como propia. Esa es la condición para comenzar a caminar
por la senda de la reconciliación. Mientras no seamos capaces de
sentirnos a todos como nuestros muertos, másallá de las responsabi-
lidades individuales, nunca llegaremosa la tan ansiada y acariciada
reconciliación.
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